PROCEDIMIENTO ORDINARIO 582/2010

A LA SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO DEL TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA DE NAVARRA

DON RICARDO BELTRÁN GARCÍA, Procurador de los Tribunales,  en nombre y representación, tal como tiene acreditado en Autos del presente recurso contencioso administrativo de la FUNDACIÓN SUSTRAI ERAKUNTZA, ante la Sala comparece y como mejor proceda en derecho DICE:

Que por medio del presente escrito, evacuando el plazo conferido por la Diligencia de Ordenación del Secretario de fecha 27 de julio de 2009 y dentro del término al que se refiere el art. 64 de la Ley de Jurisdicción presenta las siguientes

CONCLUSIONES SUCINTAS

PRIMERA.-
CON RESPECTO A LOS HECHOS PROBADOS
A la vista de los escritos de demanda y de contestación a la demanda, así como del expediente administrativo y de la prueba practicada en el presente procedimiento se puede concluir que no existe controversia sobre los siguientes extremos que se relacionan seguidamente

 SEGUNDA.- CON RESPECTO A LA LEGITIMACIÓN ACTIVA 

Se niega ésta de contrario respecto de la Fundación recurrente en base a que no formuló alegaciones en el trámite de información pública. 
Olvida la demandada lo previsto en el artículo 86.3 de la Ley de Procedimiento Administrativo:”la incomparecencia en este trámite no impedirá a los interesados interponer los recursos procedentes contra la resolución definitiva del procedimiento”. 
TERCERA.- CON RESPECTO AL TRAMITE DE INFORMACIÓN PUBLICA Y AUDIENCIA

 De la prueba practicada, ha quedado acreditado que con posterioridad al 3 de mayo de 2007, fecha en que el Director del Servicio de Integración Ambiental declara la suficiencia del Estudio de Incidencia Ambiental se incorporan al procedimiento los siguientes documentos o informes a continuación expuestos, de contenido medioambiental en su mayoría:

· Informe de la Dirección General de Ferrocarriles (folios 64 a 66 del expediente)

· Informe de la Mancomunidad de la Comarca de Pamplona (folios 117 a 40)

· Informe de la Dirección General de Aviación Civil (folios 747 a 757, 796 a 807 y 822 a 836)

· Informe del Director de Protección Civil (folios 761 a 772)

· Informe de la Confederación Hidrográfica del Ebro (folios 779 a 789)

· Adenda al Estudio de Incidencia Ambiental, nuevo Estudio de Ruido, nuevas valoraciones, normativa y estudio económico (CD 3)

· Adenda al Estudio Hidrológico (folios 838 a 839)
· Informe de AENA (folios 813 a 816)
· Informe del Departamento de Educación (folios 842)
· Informe de ADIF (FOLIOS 843 A 845)
También ha quedado acreditado que no constan en el expediente administrativo los informes denominados “informe final sobre la investigación de suelos”  e “informe de análisis cuantitativo de riesgos (QRA)”que al parecer presentó la empresa Huntsman, Advanced Materials Spain, S.L. para su estudioi por el Servicio de Calidad Ambiental de Gobierno de Navarra.

Este proceder supone, como ya ha dicho esta parte, una infracción del trámite previsto en los artículo 34 y 42 de la Ley de Ordenación del Territorio, así como los artículos 30 a 34 de la Ley Foral 4/2005.  

La declaración de suficiencia de 3 de mayo de 2007 es contraria a derecho ya que no era completa ni suficiente la documentación obrante en el expediente a los efectos del preceptivo trámite de información pública y audiencia en materia medioambiental.

Tal infracción se pone de manifiesto cuando el Director del Servicio de Integración Ambiental el 16 de febrero y 19 de marzo de 2007 emite sendos informes desfavorables declarando las deficiencias del contenido de los estudios, para poco después y sin trámite corrector alguno, el 3 de mayo del mismo año, concluye en sentido contrario autorizando a someter el Estudio de Incidencia Ambiental al trámite de información pública. 

La realidad es que de esta forma se ha hurtado al público del acceso a dicha información ambiental y a ejercer tal derecho en toda su extensión (real y efectiva) generándole  con ello indefensión. Sostiene esta parte, que no debió iniciarse el trámite de información pública hasta que se recibieron la totalidad de informes, documentos y estudios. La actuación administrativa en este punto es por tanto una vulneración de la Ley 27/2006, de 18 de julio y demás normas de aplicación tal y como se contiene en el escrito de demanda. 

QUINTA.- ACERCA DEL INSUFICIENTE CONTENIDO DE LA DIA y DEL PSIS. INFRACCION DE LOS ARTÍCULOS 43.1 F) Y 43.4 LFOTU.

Ha quedado acreditado que el contenido de la Declaración de Incidencia Ambiental de este PSIS es incompleto e insuficiente y en la mayoría de las principales cuestiones medioambientales difiere su estudio y consiguiente solución a ulteriores momentos, lo cual no está permitido por la norma. 

Así, guarda silencio por inexistencia de estudio alguno sobre contaminación lumínica (infracción de la LF 10/2005, de 9 de noviembre) y vibraciones y deja sin solucionar cuestiones sobre suelos contaminados y recursos hídricos. Dice textualmente la resolución 2666/2009, de 30 de diciembre que aprueba la DIA: “en relación a los suelos contaminados de Hunstman se indica por el promotor que se elaborarán junto con el Proyecto de Urbanización la definición del tratamiento de la zona de suelos contaminados correspondiente”  y reconoce que para la gestión de tierras excavadas o agua subterránea deberá hacerse el correspondiente estudio que las caracterice. También en su parte expositiva, la DIA reconoce que “quedan por responder determinados aspectos relacionados con las actuaciones en el entorno de los ríos que deberán ser incluidos en el Proyecto de Urbanización (...)”,  para finalmente resolver que se realizará un estudio geomorfológico del cauce del río Elorz y una simulación hidráulica, se estudiará y proyectará la revegetación de la ribera de dicho cauce natural y de la llanura de inundación. Por último, esta DIA deja también sin resolver la cuestión del saneamiento pendiente de que posteriormente a su aprobación se realice el estudio de la capacidad. 

La consecuencia jurídica de todo ello es la declaración de nulidad por insuficiente Declaración de Incidencia Ambiental infringiendo el artículo 43.1 f) de la LFOTU y toda la normativa aplicable a cada aspecto medioambiental que debería haber sido analizado en este trámite y a que hemos hecho referencia en nuestro escrito de demanda. En estos términos se expresa el Tribunal Supremo, Sección Tercera de la Sala de lo Contencioso Administrativo en su Sentencia de 22 de septiembre de 2009 (recurso de casación 770/2007).

Se infringe igualmente el apartado cuarto del artículo 43 de la LFOTU y deviene por tanto nulo el PSIS ya que éste finalmente se aprueba dejando a futuro los informes a que hace referencia la DIA, todos ellos de carácter esencial. En consecuencia, resulta del todo imposible que las determinaciones contenidas en el acto administrativo ahora recurrido tengan el sustento suficiente y claro que exige la norma. 

Se reprocha de contrario a esta parte no haber combatido el contenido de la DIA en el momento que se aprobó y concluye que la recurrente se aviene al mismo. Sin embargo, olvida la demandada que el momento procesal oportuno para combatir dicha resolución es el actual a través del recurso que ahora nos ocupa precisamente para poner de manifiesto que el estudio informativo que sustenta la DIA no es el que fue sometido a información pública sino otro radicalmente diferente emitido dos años más tarde.

SEXTA.- ACERCA DE LAS MODIFICACIONES SUSTANCIALES

En relación con lo anterior durante los más de tres años que ha durado la  tramitación el PSIS ha sufrido diferentes cambios y transformaciones que el propio promotor y demás participantes en el procedimiento han tachado de sustanciales y que así también estima la actora. No resulta de recibo la argumentación vertida de contrario en el sentido de justificarlas como ajustes del plan a las alegaciones formuladas en periodo de información  pública porque la mayoría de ellas, son adaptaciones y consecuencia de los informes y estudios complementarios relacionados en el apartado anterior tales como los de la Dirección General de Aviación Civil, la Confederación Hidrográfica del Ebro o la Mancomunidad de la Comarca de Pamplona que no hacen alegaciones sino que emiten informes preceptivos. Son precisamente estos informes los que requieren que el promotor modifique sustancialmente el Estudio de Incidencia Ambiental y por ello, esta parte entiende que debió someterse nuevamente a información pública y audiencia tal y como previene la norma y reconocen los tribunales. 

SEPTIMA.- ACERCA DE LA INFRACCIÓN DEL ARTÍCULO 53.3 DEL D.F. 93/2006

Predica la parte recurrida la inaplicabilidad de este precepto, si bien hay que tener en cuenta lo siguiente.

Tal como hemos establecido en los fundamentos de derecho de la presente demanda, la diferencia entre planes y proyectos establecida en la Ley Foral de Ordenación del Territorio y Urbanismo (art. 42) es meramente formal. Por otra parte, el PSIS que se ha aprobado participa ampliamente de las características de un Plan y de las de un Proyecto  porque junto con la previsión de áreas residenciales, de actividades económicas o dotacionales se incluyen las de infraestructuras y transportes, energéticas y de telecomunicación correspondientes a la definición formal de proyecto. Por ejemplo la Estación del Tren de Alta Velocidad que es claramente una infraestructura de transporte.

Si bien es cierto que la LF 4/2005 distingue formalmente la declaración de incidencia ambiental de planes y la declaración de impacto ambiental en el caso de proyectos, esta diferencia terminológica no tiene ningún efecto real. Ambas se encuentran dentro del capítulo que regula las actividades sometidas a evaluación o informe.

En el Decreto Foral 93/2006 que desarrolla la LF 4/2005 se define Declaración de Impacto Ambiental: resolución del órgano ambiental que pone fin al procedimiento de Evaluación de Impacto Ambiental, y en la que se determina, respecto a los efectos ambientales previsibles, la conveniencia o no de realizar el proyecto o actividad y, en caso afirmativo, las condiciones de diseño, ejecución, explotación y vigilancia ambiental del proyecto o actividad que deben establecerse para a la adecuada protección del medio ambiente y los recursos naturales.

Por tanto se refiere siempre a declaración de impacto tanto para proyectos como para actividades, entre los que se encuentran los planes obviamente. A reforzar esta postura viene el hecho de que en el Decreto Foral 93/2006 que desarrolla la LF 4/2005 no se hace ninguna mención a la tramitación de la evaluación de incidencia ambiental de planes. Eso es sencillamente porque tanto planes como proyectos se engloban dentro de la tramitación del art. 50 y siguientes del reglamento bajo la denominación de “declaración de impacto ambiental” que engloba por tanto todas las actividades. De lo contrario nos encontraríamos con el absurdo de que se regula el procedimiento para proyectos y no para planes, lo cual no tiene sentido alguno. La misma confusión terminológica se observa en otros aspectos de la Ley 

La aplicación del precepto es en consecuencia clara y sus consecuencias también, dado que la parte contraria, fuera de combatir los aspectos jurídicos que considera oportunos, no ha negado la base fáctica sobre la que se sustenta la aplicación del precepto, esto es, el tiempo transcurrido desde la admisión del primer estudio de impacto y la emisión de la declaración. Hay que tener en cuenta que en este procedimiento se modifica el estudio varias veces a capricho de la administración y sin participación pública, como venimos denunciando, con lo que una interpretación como la que se propone deja a la voluntad de la administración la aplicación de los plazos y hace simplemente inefectiva la previsión legal al permitirle una “presentación completa” en cualquier momento y por tanto la fijación del dies a quo sobre el que contar los plazos.

OCTAVA.- ACERCA DE LA INFRACCIÓN DE LA LEGISLACIÓN Y ARGUMENTACIÓN SOBRE ALTERNATIVAS

Lo primero que hay que decir es que la parte demandada reconoce específicamente que no ha habido estudio alguno de alternativas al Plan que se aprueba. Partiendo de ello, lo que argumenta es que no es necesario tal estudio porque se trata de un plan y no de un proyecto. Pues bien, en primer lugar cuando la Directiva 97/11 habla de proyectos en el ANEXO II apartado 10 al que a su vez hace referencia el art. 4.2 de la propia Directiva se habla de urbanizaciones y zonas residenciales, con lo que para la Unión Europea no se realiza distinción alguna artificiosa sobre plan o proyecto.

Y por si existiera alguna duda, a efectos de lo establecido en el art. 32.2 de la Ley Foral 4/2005 de intervención para la Protección Ambiental se establece que

“En el estudio de incidencia ambiental del plan o programa, cuyo contenido se determinará reglamentariamente, se identificarán y evaluarán los posibles efectos que sobre el medio ambiente pueda tener su aplicación, así como las alternativas posibles evaluadas con criterios ambientales.”

En consecuencia, la infracción de la normativa es clara y además entendemos que es la otra parte la que admite que no hay estudio de alternativas, con lo que debe prosperar sin ninguna duda este motivo de recurso. Entre el estudio de alternativas que es preceptivo, cabe destacar que hay que tener en cuenta la denominada “alternativa 0”, es decir, la posibilidad de que no se ejecute el plan propuesto dado que su coste material y medioambiental es mayor que los posibles beneficios que pudieran deducirse de su ejecución. Por tanto, no es sólo la ubicación lo que debe tenerse en cuenta a la hora de plantearse alternativas.

NOVENA.- INCORRECTA APLICACIÓN SOBRE LA NORMATIVA DE RUIDO

Estimamos que ha quedado indiscutido por la parte contraria que la nueva ordenación urbana y residencial nace con unos objetivos de calidad acústica ya obsoletos y sin que todavía se haya iniciado la más mínima actividad tendente a construir en el territorio afectado.

Hay que tener en cuenta y no ha sido discutido siquiera por la otra parte que el propio acuerdo de Gobierno de Navarra de 21 de mayo de 2007 que declaraba suficiente el proyecto de cara a su exposición pública consideraba clave desde el punto de vista medioambiental el establecimiento de “medidas correctoras a desarrollar en los correspondientes Proyectos de Urbanización en relación con el cumplimiento de los niveles de ruido en zonas urbanas”, medidas correctoras que no estaban suficientemente expuestas ni detalladas en el procedimiento inicial. 

En consecuencia, entendemos que se ha sustraído al conocimiento público y por tanto a las posibilidades de alegación y debate una parte importante (cada vez más) de la materia medioambiental cual es el ruido, porque no ha habido posibilidad de conocer el último estudio realizado con todas las modificaciones hechas que cambian todo el tráfico y la urbanización y por tanto su incidencia en los futuros residentes de la zona.

En el estudio de tráfico presentado con fecha noviembre de 2006 (aprovechando documentación realizada por una empresa consultora ya mencionada, TARYET, para un estudio diferente encargado por NASUINSA) se establece (página 3) literalmente que “la Avenida Arostegui, que actualmente cuenta con dos carriles por sentido, será ampliada a tres carriles en el área afectada.” Concluyendo además que “Se construirán nuevos viarios urbanos de entrada y salida a la Ronda Oeste que servirán a su vez de vías distribuidoras de viajes dentro de la zona y hacia el resto de la red viaria urbana”. En la zona ubicada al oeste del área de análisis está previsto la construcción de un viario adicional, para mejorar el acceso sur a Pamplona, que favorecerá la salida y entrada de tráfico a los nuevos desarrollos previstos”.

Se ha dado a conocer al público, insistimos, un estudio de tráfico no adaptado al presente Proyecto, sobre el cual se ha realizado un estudio de ruido. Con posterioridad a la posibilidad de participación se ha elaborado un nuevo estudio de tráfico y un nuevo estudio de ruido no motivado por otra cuestión que un cambio de criterio o un error de la Administración (o de los redactores del Proyecto) que a su vez determina el cambio radical de toda la ordenación urbanística prevista. 

Sobre todas estas cuestiones el público no ha tenido conocimiento adecuado y no ha podido decir nada cuando realmente se ha tomado la decisión por parte de la Administración. 

En definitiva, nada ha alegado la otra parte acerca de loq ue ya establecíamos en nuestra demanda y que por tanto debe darse por acreditado:

· No se ha estudiado a lo largo del PSIS cuál es el impacto de ruido actual de la Avenida Arostegui, por lo que toda especulación acerca del nivel de ruido tolerable o admitido para dicha vía de comunicación es sencillamente eso, una mera especulación carente de cualquier base fáctica.

· Desconocemos si existe evaluación de impacto ambiental de la actual Avenida de Aróstegui ni cuál es el objetivo de calidad acústica previsto en la actualidad y mucho menos si se cumple, porque no se ha aportado ningún tipo de información medioambiental en ese sentido por parte de los Promotores del Proyecto, ni la eventual Declaración de Incidencia, ni mapa acústico alguno, ni los informes de seguimiento de su cumplimiento que la administración debería hacer y cuya información no se ha puesto a disposición del público.

· Aunque todo lo anterior existiera, es más que discutible, a la vista de la ordenación urbana que se propone, que se pueda considerar la Avenida de Arostegui como una “actividad” ya preexistente, dado que precisamente lo que hace el Plan es remodelar absolutamente esta vía de comunicación de tal manera que la convierte en otra, por capacidad y por función. Y nos basamos en lo siguiente: no discurre por el mismo trazado, ya que se amplía, no va a tener el mismo nivel de tráfico porque acumula otras densidades diferentes de diferentes urbanizaciones previstas y con un nivel de edificabilidad mayor al previsto inicialmente (basta ver el informe de adenda de tráfico), y por último es una vía prevista en el momento actual con un terreno colindante que es rústico, por lo que no es una vía urbana, ni por capacidad, ni por velocidad, ni por permeabilidad, ni por seguridad, lo que resulta definitivo. Por último, se ha establecido en el expediente que el eje vertebrador del conjunto es la avenida de Arostegi, que se convertirá en un vial de seis carriles (tres de entrada y otros tres de salida), descripción que en sí misma es suficiente para entender que no estamos hablando de la misma avenida ahora existente.
En definitiva no podemos entender que la Avenida de Arostegui en la configuración que se pretende esté exenta de los objetivos de calidad requeridos por el Real Decreto 1367/2007 que desarrolla la Ley del Ruido 37/2003 porque en realidad el vial se modifica en forma tan sustancial que se convierte en otra cosa. Y por tanto existe un incumplimiento claro de la norma ya que no existe un estudio válido sobre ruido ajustado a la legislación aplicable, es decir el Real Decreto 1367/2007 con los objetivos de calidad acústica para viviendas que se prevén en el mismo.

En su virtud

SOLICITA A LA SALA que tenga por presentado el presente escrito y por presentadas CONCLUSIONES SUCINTAS por ser justicia que se pide en Pamplona a 31 de mayo de 2011.

LDA. IDOIA ZULET GALE             LDO. EDUARDO SANTOS ITOIZ

Colegiada 1691 de Pamplona        Colegiado 1690 de Pamplona

Fdo. RICARDO BELTRÁN GARCIA

Procurador

1
12

